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México comparte con el Estado argentino el reconocimiento legal de que el aborto no es un delito si el embarazo es consecuencia de una violación. Se trata de la única causal permitida en los 33 códigos penales del país. 
En el país persisten graves obstáculos que impiden que las mujeres accedan a servicios de aborto legal. Más allá de la escasez de recursos públicos o falta de armonización legislativa, el principal obstáculo es la imposición de las creencias de operadores jurídicos y prestadores de servicios de salud. Ante tal panorama, ¿cuáles son las aportaciones que desde el derecho se pueden hacer para que las mujeres accedan a servicios de aborto legal? 
A través del metodología deductiva-inductiva y feminista, en esta reflexión propondré una regulación jurídica sobre el aborto legal como una prestación de servicios de salud sexual y salud reproductiva, en la que el vocablo aborto salga de la legislación penal, para ser desarrollado en las normas de salud del país. 

1. La Ciudad de México y la contraofensiva conservadora
El año 2007 marcó un momento fundamental en la historia de los derechos de las mujeres en México al plasmarse en el Código Penal para el Distrito Federal que el delito de aborto se define como la interrupción del embarazo que sucede después de la décima segunda semana de gestación y se reguló la interrupción del embarazo en la Ley de Salud para el Distrito Federal. Esto significa que se protege legalmente un margen de doce semanas para que las mujeres puedan decidir libremente sobre la continuación o no de un embarazo, la interrupción del embarazo es un servicio de salud sexual y reproductiva “que debe proporcionarse de forma gratuita y en condiciones de calidad, en los supuestos permitidos por el Código Penal para el Distrito Federal”[footnoteRef:1]. [1:  Ley de Salud del Distrito Federal, artículo 58.] 

Inmediatamente después de publicada esta reforma, la Comisión Nacional de Derechos Humanos y la Procuraduría General de la República promovieron acciones de inconstitucionalidad en contra de la misma. La sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), pudo haber constituido un precedente relevante sobre el acceso al aborto legal. Sin embargo, la sentencia no fue contundente en la protección al acceso al aborto legal ya que exclusivamente la Corte resolvió a partir del ámbito competencial de la Asamblea del Distrito Federal para legislar en la materia, sin que hubiese un pronunciamiento conjunto sobre los derechos humanos involucrados en la discusión. De acuerdo con Sotelo (2016, p. 132) se trató de un acuerdo mínimo sobre un caso particular de carácter provisional, que de cualquier forma no determina ni prevé de qué forma han de ser resueltas controversias similares en la SCJN.
A partir del año 2008, la despenalización del aborto en la Ciudad de México convive a la par con las reformas constitucionales de las entidades federativas que plasmaron la protección a la vida desde la concepción hasta la muerte natural, y que fueron el resultado de la contraofensiva conservadora en los estados. De la primera reforma ocurrida en el estado de Baja California en diciembre de 2008, hasta la más reciente en Nuevo León, publicada en marzo de 2019, se han replicado argumentos relacionados con los derechos del cigoto, embrión, feto o producto; el valor absoluto del derecho a la vida; el derecho a la paternidad de los hombres; la inserción de creencias religiosas en el debate; así como argumentos que sancionan la sexualidad de las mujeres y que replican estereotipos de género. Los argumentos ausentes o en menor medida defendidos en los debates legislativos giran alrededor de la protección del derecho a la salud, la vida, la autonomía sexual y reproductiva, la integridad personal o el libre desarrollo de la personalidad de las mujeres. 
A la fecha, en veinte entidades federativas[footnoteRef:2] las normas constitucionales que protegen la vida desde la concepción y se presentan como neutrales, producen efectos diferenciados para la población. A través de la neutralidad se afirma que una norma jurídica no tiene afectaciones concretas ya que se aspira a que su aplicación sea para todas las personas por igual. Durante los debates legislativos los argumentos de los (as) congresistas se centran en el tema del aborto. En un territorio arrasado por los feminicidios, las desapariciones y las muertes provenientes del crimen organizado, de la vida que se habla en los congresos es la relativa a la vida potencial uterina.  [2:  Baja California, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Veracruz y Yucatán. ] 

La discusión está lejos de cerrarse. La SCJN tiene pendiente la resolución de importantes acciones de inconstitucionalidad y la oportunidad de generar precedentes que estén acordes al paradigma de derechos humanos vigente desde la reforma constitucional de 2011. Todos estos recursos han sido presentados por la Comisión Nacional de Derechos Humanos en dos temas. En primer lugar, contra las reformas constitucionales que protegen la vida desde la concepción en los estados de Veracruz, Sinaloa y Nuevo León. Lo mismo ocurre contra las reformas que regulan la objeción de conciencia en la Ley General de Salud y en la Ley de Salud del estado de Morelos. Ante este panorama, la discusión en la SCJN representa una oportunidad histórica para que la Corte finalmente construya una línea argumentativa sólida, incluyente, protectora y vinculante sobre el derecho al aborto en México.
La objeción de conciencia, disfrazada como un derecho, se ha usado en los últimos años, para que el personal de salud se oponga a practicar abortos. Esta herramienta es la forma más reciente promovida por los grupos antiderechos para frenar la protección de derechos relacionados con la sexualidad o la reproducción. Su fortaleza radica en que su fundamentación es realizada desde el discurso de los derechos humanos. La objeción de conciencia (Capdevielle, 2013, p. 11), ubicada en el marco del derecho a la libertad de conciencia, es la pretensión pública de un individuo para evadir el cumplimiento de un mandato jurídico con base en motivos morales, entendidos en sentido amplio como éticos, filosóficos, políticos o religiosos.
El artículo 12 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) señala que el derecho a la libertad de conciencia está sujeto a las limitaciones que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. Al respecto, debo referir que la objeción de conciencia no es un derecho, se trata del reconocimiento legal de supuestos excepcionales, que de ninguna manera deben tener como consecuencia la desprotección de los derechos de otras personas. Esta figura debe ser bien delimitada, es decir, contener especificaciones sobre los sujetos a los que va dirigida, el procedimiento de remisión a prestadores no objetores, el consentimiento informado, los casos de urgencia, la negativa de su reconocimiento cuando ponga en riesgo la salud y vida de las personas y las medidas para capacitar al personal médico y de enfermería en salud sexual y reproductiva; todo lo anterior desde el reconocimiento de la autonomía del paciente. 
En México existen profundas diferencias que se traducen en desigualdades materiales y perjudican en mayor medida a quienes están en situación de vulnerabilidad. Históricamente, la diferencia sexo-genérica ha supeditado a las mujeres al control masculino, entre otros aspectos, por la (re) producción de asignaciones socioculturales impuestas que tienen efectos en aquellas que se encuentran en posiciones desaventajadas no sólo por ser mujer, sino por diversos factores como la condición económica, la pertenencia a una comunidad indígena o por razón de edad. En este tipo de reformas se omite considerar el contexto de violencia que viven las mujeres y que en muchas ocasiones es fortalecido por el propio Estado; las consecuencias de la violencia sexual, la falta de operatividad institucional y fundamentalmente los casos documentados sobre la negativa para acceder al aborto cuando el embarazo es producto de una violación, tendrían que ser considerados en las discusiones parlamentarias porque esta figura puede ser otro mecanismo para perpetuar el control estatal sobre los cuerpos de las mujeres La regulación jurídica de la objeción de conciencia requiere de un análisis crítico sobre las implicaciones y los alcances que tendría en una sociedad que irrumpe cotidianamente contra sus miembros, ya que puede ser usada como otro mecanismo de discriminación para negar derechos humanos al poner en riesgo las vidas marcadas por diferencias estructurales. Bastantes obstáculos existen ya (socioculturales, económicos, de política pública, de impartición de justicia), para que la objeción de conciencia sea utilizada como otra ‘modalidad’ desde la ley para negar la condición de ciudadanía plena a las mujeres mexicanas.

2. Aborto legal por causal violación vigente en todo el país
En el año 1999, el caso de Paulina del Carmen Ramírez Jacinto en el estado de Baja California, marcó un momento importante para visibilizar la falta de materialización del aborto legal. Paulina tenía trece años cuando fue violada en su casa y las autoridades sanitarias y jurídicas le negaron el acceso a servicios de aborto legal. El caso llegó al conocimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2007), las partes suscribieron un acuerdo de solución amistosa en el que, entre otros puntos, el Estado mexicano se comprometió a actualizar la Norma Oficial Mexicana relativa a la atención médica a la violencia familiar para incluir a la violencia sexual que ocurre fuera del ámbito familiar; además se comprometió a fortalecer la garantía de no repetición de violaciones al derecho de las mujeres a la interrupción legal del embarazo.
En el año 2016, esta Norma Oficial mexicana, mejor conocida como “NOM-046-SSA2-2005. Violencia familiar, sexual y contra las mujeres. Criterios para la Prevención y Atención” fue modificada para ser homologada a Ley General de Víctimas publicada en el año 2013, que reconoce derechos para las mujeres víctimas de violencia sexual, en los que se incluye el acceso al aborto. Estas modificaciones permitieron que los servicios de interrupción voluntaria del embarazo se realicen previa solicitud por escrito únicamente bajo protesta de decir verdad. Es decir, se eliminó el requisito de autorización de autoridad competente, como podía ser una autoridad judicial, ministerio público y también implica que es innecesario que exista una denuncia previa del delito de violación. Es decir desde la NOM-046 se protege la palabra de la mujer, niña o adolescente que quiere abortar, cuando su embarazo es producto de una violación. Esta norma es de carácter administrativo y es aplicable para todo el sector salud del país.
A pesar de que fueron avances fundamentales en la materia, los casos que logran ser documentados y que salen a la esfera pública, dan cuenta de que la existencia de la norma jurídica, no es suficiente para que las mujeres puedan abortar en condiciones seguras. Aunque hay normas jurídicas que refuerzan las obligaciones de las autoridades sanitarias de prestar servicios de aborto legal cuando el embarazo es resultado del delito de violación, los casos documentados en años recientes no distan de la negativa que vivió Paulina en 1999. Es notorio que el marco jurídico ha sido ampliado, pero cuando Paulina solicitó interrumpir su embarazo, el Código Penal para el Estado de Baja California ya contemplaba a la violación como causa no punible del delito de aborto. A Paulina le negaron la atención que necesitaba de forma urgente personas que impusieron sus creencias y lograron que su madre, al ser gravemente intimidada, desistiera de la interrupción del embarazo. 
Casi dos décadas han pasado del Caso Paulina, estos años han estado caracterizados por diversas reformas legislativas de carácter progresista que protegen los derechos de las mujeres. Sin embargo, los obstáculos a los que se enfrentan las mujeres víctimas de violencia sexual persisten.
El Grupo de Información en reproducción Elegida (GIRE, 2017, p. 8) señaló que de acuerdo a la información del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, entre 2009 y 2016 se recibieron 111,413 denuncias en las procuradurías generales de justicia locales y la Procuraduría General de la República, cifras que contrastan con 63 procedimientos de aborto por violación que las secretarías de salud locales y federal, IMSS e ISSSTE reportaron haber realizado durante el mismo periodo. Los obstáculos para acceder a servicios de aborto legal son variados: inaplicación de lo que señalan los códigos penales, la imposición de requisitos no contemplados por la ley, prestadores de servicios de salud que invocan objeción de conciencia, la estigmatización alrededor del aborto por parte del personal judicial y médico, entre otros; planteamientos desde los cuales se justifica la imposición de la maternidad en nombre de un supuesto bien superior (Guillaume, et. al., 2016, p. 372).
En el año 2018, la Segunda Sala de la SCJN resolvió dos casos de acceso a aborto legal por causal violación. Ambas sentencias constituyen precedentes importantes en esta materia y permiten ejemplificar que la materialización del derecho al aborto, está lejos de llevarse a cabo en México.
En el año 2015 una menor de edad  denunció el delito de violación en el estado de Morelos, posteriormente fue informada sobre un embarazo resultado de este ilícito.[footnoteRef:3] Mediante valoración médica se diagnosticó que el producto presentaba una alteración congénita. La menor y su madre solicitaron la interrupción del embarazo por dos causales previstas en el código penal de la entidad: porque el embarazo era resultado de una violación y por la alteración congénita. El Comité de Bioética determinó “después de un análisis del expediente clínico integrado conforme a la Norma Oficial Mexicana, se concluye que se trata de una paciente con un embarazo que si bien es portadora de una alteración congénita, no pone en riesgo la vida de la madre. No contamos con sustento ni orden legal para la terminación del mismo.”[footnoteRef:4]  [3:   Segunda Sala de la SCJN, Amparo en Revisión 601/2017, Ponente: José Fernando Franco González Salas, Secretaria: Jocelyn M. Mendizabal Ferreyro, sentencia 4 de abril del año 2018, https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=218421importante que latauntos, pero fue concedidomotivara el acto reclamado, es decir, que el COmitonial.o oficial ]  [4:  Ibídem, pp.  4-6.] 

En este caso la Segunda Sala de la SCJN sostuvo que la negativa de las autoridades del estado de Morelos refleja un desconocimiento tanto de la legislación penal local como de la Ley General de Víctimas y, “se constituye, per se, como una violación grave al extender el sufrimiento, daño físico y psicológico que sufre la mujer consecuencia del acto delictivo.”[footnoteRef:5]  [5:  Ibídem, p. 19.] 

La Segunda Sala enfatizó que
La negativa del aborto (sin causa justificada) respecto de un producto derivado de una violación sexual, cuando tal interrupción es permisible en términos de la legislación penal aplicable, se constituye como un acto violatorio grave de derechos humanos, que implica en sí mismo generar la continuidad en el daño ocasionado a la víctima, obligándola a llegar a término del embarazo.[footnoteRef:6] [6:  Ibídem, p. 27.] 

Si se hubiera interpretado y aplicado de manera literal las disposiciones del Código Penal para el Estado de Morelos, la Ley General de Víctimas y la NOM-046, la menor no tendría que haber realizado este recorrido para ver protegida su salud reproductiva. La existencia de las normas jurídicas es insuficiente cuando su aplicación depende la voluntad de personas que las ignoran o las interpretan en contravención de los derechos de las mujeres, lo que implica un desgaste económico y emocional para las víctimas.
En el otro caso, en 2016 Lizzet Frida Cruz Cruz[footnoteRef:7] solicitó al Director de Atención Médica de Servicios de Salud de la Secretaría de Salud del Estado de Oaxaca, la interrupción del embarazo producto de una violación sexual, hecho delictivo que había sido previamente denunciado en una Agencia del Ministerio Público. La institución médica estaba en paro y le informaron que sólo atendían situaciones de emergencia.  [7:  Segunda Sala de la SCJN, Amparo en Revisión 1170/2017, Quejosa y recurrente: Lizzet Frida Cruz Cruz, Ponente: Ministro José Fernando Franco González Salas, Secretaria: Jocelyn M. Mendizabal Ferreyro, sentencia 18 de abril de 2018,  https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=225783] 

Al rendir su informe justificado, la Secretaría de Salud señaló que conforme a los artículos 12 de la Constitución local y 312 del Código Penal, se protegía la vida y que era necesaria la autorización del Ministerio Público para evitar la configuración de un delito. Aunado a lo anterior, manifestó que debía respetarse la figura de objeción de conciencia.[footnoteRef:8] Es necesario destacar que para abstenerse de cumplir con la solicitud de Lizzet, la Secretaría de Salud señaló que la Constitución de Oaxaca protege la vida desde la concepción. Al respecto, organizaciones de la sociedad civil (GIRE, 2018, p. 26) han señalado que estas reformas constitucionales contribuyen a crear confusión e incertidumbre jurídica entre el personal de servicios de salud y procuración de justicia, cuando las causales de aborto legal en la entidad federativa coexisten con la norma constitucional que protege la vida desde la concepción.  [8:  Cfr. Ibídem, p. 8.] 

La Segunda Sala replicó los argumentos señalados en el caso descrito previamente, el acceso al aborto por causal violación tiene el carácter de urgente, requiere de atención médica inmediata y se debe realizar sin dilación alguna, a pesar de que el hospital estuviera paralizado por una huelga de los trabajadores, para cumplir con sus obligaciones constitucionales en materia de salud.[footnoteRef:9] [9:  Cfr. Ibídem, p. 21.] 

La Segunda Sala agregó que, al recibir una solicitud de interrupción de un embarazo producto de una violación sexual bajo protesta de decir verdad, en términos de la NOM-046, las instituciones públicas de salud deben practicar la interrupción del embarazo de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código Penal del Estado de Oaxaca y la Ley General de Víctimas. 
Los dos casos descritos son solo una muestra de las inconsistencias entre el marco normativo protector y su materialización, en este rubro la norma es completamente rebasada frente a la inacción estatal. A continuación presentaré otro caso más, resuelto en el año 2019, en que la Corte estudia el acceso al aborto por causal salud. En este caso la norma penal no permite abortar legalmente cuando corre riesgo la salud de la mujer. Lo que hizo la Corte fue ir más allá de lo que la norma determina, para proteger los derechos de Marisa.
En 2013 un centro médico en la Ciudad de México informó a Marisa[footnoteRef:10] que tenía un embarazo de alto riesgo. Debido a varias complicaciones que pusieron en riesgo su salud física y emocional durante los dos primeros meses del embarazo solicitó la interrupción del embarazo. Además recibió los resultados de una prueba en la que se diagnosticó que el feto presentaba síndrome de Klinefelter. El centro médico negó la petición sobre aborto, al señalar que el feto podría ser autosuficiente aunque tuviera síndrome de Klinefelter, además se indicó que dicho centro médico era una autoridad de salud en el ámbito federal por lo que se rige por la Ley General de Salud que no contempla la interrupción legal del embarazo.[footnoteRef:11]  [10:  Primera Sala de la SCJN, Amparo en revisión 1388/2015, Ministro Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Secretaria: Adriana Ortega Ortiz, sentencia 15 de mayo de 2019,  https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=190811]  [11:  Cfr. Ibídem, párrafos 1-8.] 

Ante la negativa de la institución de salud a la cual se encontraba afiliada, optó por la defensa judicial de su derecho a la salud. Tras varios eventos procesales, el caso llegó a la Primera Sala de la SCJN.
La Primera Sala determinó el aborto motivado por riesgos a la salud, y su adecuada y oportuna prestación, integran el ámbito normativo del derecho a la salud y su protección, pues se trata de una intervención terapéutica recomendada para preservar o restaurar la salud de la persona embarazada, incluida la consecución de un estado de bienestar físico, mental y social.[footnoteRef:12]  [12:  Cfr. Ibídem, párrafo 124.] 

La Sala argumentó que la adecuada garantía del derecho a la salud implica la adopción de medidas para que la interrupción de embarazo sea posible, disponible, segura y accesible cuando la continuación del embarazo ponga en riesgo la salud de las mujeres en su sentido más amplio. Esto implica que las instituciones públicas deben proveer y facilitar esos servicios así como abstenerse de impedir u obstaculizar el acceso oportuno a ellos. El derecho a la salud se coloca de manera interdependiente con otros derechos, como la vida, dignidad, autonomía, libertad, libre desarrollo de la personalidad, a la información, a la no discriminación, a la igualdad, a la intimidad, a la privacidad, a estar libre de tratos crueles, inhumanos o degradantes, además con el derecho mismo a la salud sexual y reproductiva.[footnoteRef:13] El vínculo entre los derechos a la libertad, la autonomía y el libre desarrollo de la personalidad y el derecho a la salud se concreta en los derechos a tomar decisiones sobre la propia salud y sobre el propio cuerpo.[footnoteRef:14]  [13:  Cfr. Ibídem, párrafos 100-102.]  [14:  Cfr. Ibídem, párrafo 108.] 

En esta sentencia la Primera Sala de la SCJN reconoció que uno de los componentes esenciales de los derechos sexuales y reproductivos lo constituye el derecho de las mujeres a la autodeterminación reproductiva, con fundamento en el principio de dignidad de las personas y sus derechos a la autonomía e intimidad. La decisión de ser madre o no tiene que ser adoptada de manera informada, no puede ser impuesta externamente, ni provocar una carga desproporcionada.[footnoteRef:15]  [15:  Cfr. Ibídem, párrafo 109.] 

La Sala consideró que cuando las mujeres solicitan servicios específicos que sólo ellas requieren, como la interrupción del embarazo por motivos de salud, la negación de dichos servicios y las barreras que restringen o limitan su acceso, constituyen actos de discriminación y una violación al derecho a la igualdad ante la ley.[footnoteRef:16]  Agregó que “el proyecto de vida se puede afectar con la continuación de un embarazo que representa riesgo para la salud al perjudicar efectivamente la salud o la vida o, simplemente, por resultar incompatible con dicho proyecto.”[footnoteRef:17] Concluyó que el aborto motivado por riesgos a la salud, y su adecuada y oportuna prestación, integran el ámbito normativo del derecho a la salud y su protección, tal como se contempla en la Constitución, los tratados internacionales, la doctrina constitucional de la Primera Sala y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).[footnoteRef:18]  [16:  Cfr. Ibídem, párrafo 107.]  [17:  Ibídem, párrafo 116.]  [18:  Cfr. Ibídem, párrafo 120.] 

Los parámetros internacionales que utilizó la Primera Sala fueron la Recomendación General 24 del Comité de vigilancia CEDAW, relativa a “La mujer y la salud” y la Observación General número 14 del Comité DESC, sobre “El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud.” Es relevante la cita que la SCJN hace  al concepto de “proyecto de vida”, derivado de una concepción amplia del derecho a la vida, articulada con derechos como la libertad y la autonomía,[footnoteRef:19] desde el Caso Loayza Tamayo vs. Perú. En este caso, la Corte IDH sostuvo que el proyecto de vida “atiende a la realización integral de la persona afectada, considerando su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas”. Además, el “proyecto de vida” se asocia al concepto de realización personal, que a su vez se sustenta en las opciones que el sujeto puede tener para conducir su vida y alcanzar el destino que se propone.[footnoteRef:20] [19:  Cfr. Ibídem, párrafos 113-116.]  [20:  Corte IDH, Caso Loayza Tamayo vs. Perú, Sentencia de 27 de noviembre de 1998 (Reparaciones y Costas), párrafos 147-148.] 

Marisa no pudo acceder a servicios de interrupción del embarazo en la Ciudad de México en el hospital al que estaba afiliada, por lo que tuvo que hacerlo en otra clínica autorizada para ello. Esto permite poner en duda que en la capital del país el acceso al aborto legal se encuentre asegurado. En un mismo espacio geográfico coexisten lecturas distintas de las normas jurídicas. En las Observaciones finales realizadas a México en los años 2006, 2012 y 2018, el Comité CEDAW ha reiterado su petición de que el Estado armonice la legislación relativa al aborto en los niveles federal y estatal. Lo que vivió Marisa ejemplifica la inaplicación de un marco jurídico protector de los derechos sexuales y reproductivos. 

3. Aborto regulado en normas de salud y no en la ley penal
La sentecia de la Primera Sala es valiosa al reconocer a la salud como un derecho integral de las mujeres que debe ser protegido a pesar de que no existan normas jurídicas aplicables, es decir, la Primera Sala ordena la protección mas amplia, sin importar si la ley reconoce o no un derecho. Se reconoció que las mujeres estamos habilitadas para poder tomar decisiones sobre nuestra salud y defender nuestros proyectos vida, del mismo modo se argumentó que la autodeterminación reproductiva es uno de los componentes esenciales de los derechos sexuales y reproductivos, con fundamento en el principio de dignidad de las personas y sus derechos a la autonomía e intimidad.
La posibilidad de sacar al aborto de los códigos penales del país es un camino a seguir propuesto por muchas feministas. Una ley de carácter penal no tiene como objetivo otorgar derechos, sino contener una serie de conductas ilícitas y establecer sanciones para las mismas. Regular el aborto legal desde la legislación en materia de salud podría ser una forma de integrar los lineamientos operativos del procedimiento de la interrupción legal del embarazo.
Podrían generarse estrategias desde la sociedad civil con el propósito de proteger los derechos de mujeres y niñas relacionados con salud sexual y reproductiva en términos de lo señalado por las recomendaciones de organismos internacionales así como de los tratados internacionales aplicables. El marco teórico desde el discurso de los derechos humanos está ampliamente desarrollado y es aplicable a México con fundamento en el artículo 1º de la Constitución Política del país. La propuesta consiste en defender el derecho al aborto en normas jurídicas que no tengan carácter punitivo, los códigos penales no son sitios para regular y desarrollar la protección de los derechos humanos. 
Lo anterior podría ayudar a re-significar la relación existente entre el aborto y el delito fijada en los códigos penales, en donde sólo permanezca tipificado el aborto que es cometido en contra de la voluntad de las mujeres. De esta forma se podrían insertar los vocablos relativos al derecho al aborto legal, desde los tratados internacionales y las recomendaciones de organismos de derechos humanos. De las sentencias descritas con anterioridad, dan soporte al derecho al aborto legal el derecho a la autodeterminación reproductiva, el derecho a la salud, la integridad personal, el libre desarrollo de la personalidad, en relación a la autonomía, el proyecto de vida y la dignidad humana.
Esta vía también podría coadyuvar a que el personal sanitario se acerque a los vocablos mencionados para propiciar la erradicación del estigma e ignorancia alrededor del aborto y proporcionar enfoques relacionados con la protección a la salud y la vida de las mujeres y niñas, es decir aplicar la perspectiva de género en el ámbito de la salud. 
A continuación enuncio un contenido mínimo del derecho al aborto legal como un servicio de salud sexual y reproductiva, derivado de los artículos 1º y 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	



PACTO DESC, 1966. Derecho al disfrute del más alto nivel de salud física y mental (artículo 12)



Plataforma de Acción de Beijing, 1995. Definición salud sexual y salud reproductiva (párrafo 94). Se insta a los gobiernos para ocuparse de los efectos que en la salud tienen los aborto realizados en condiciones no adecuadas como un problema de salud pública (106 k).

Observaciones Finales Comité CEDAW a México, 2006. Armonizar la legislación del aborto a los niveles federal y estatal, aplicar una estrategia que incluya el acceso efectivo a servicios de aborto seguros, adoptar medidas de concientización sobre los riesgos de los abortos realizados en condiciones peligrosas y campañas de sensibilización sobre derechos humanos de la mujer, dirigidas al personal sanitario (párrafo 33).


Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 2015. Se acuerda asegurar el acceso universal a la salud sexual y reproductiva de acuerdo a la Conferencia Internacional sobre la Población y Desarrollo de El Cairo, 1994 y de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, 1995 (Objetivo Número
	



CEDAW, 1979. Derecho a la protección en el empleo, en relación a la protección del derecho a la salud y la eliminación de la discriminación en la atención médica (artículos 11 y 12)


Caso Loayza Tamayo vs Perú (CoIDH, 1997). Concepto de proyecto de vida 





Caso Artavia Murillo Vs Costa Rica (CoIDH, 2012). La protección  del derecho a la vida es gradual e incremental según su desarrollo, debido a que no constituye un deber absoluto e incondicional (párrafo 264).





NOM-046, 2016. Acceso a interrupción voluntaria del embarazo en caso de embarazo por violación, previa solicitud por escrito bajo protesta de decir verdad  (6.4.2.7)



	



Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1988. Derecho a la salud como el más alto nivel de bienestar físico, mental y social (artículo 19)

Recomendación General # 24 CEDAW, 1999. La negativa para prestar servicios de salud reproductiva en condiciones legales es discriminatorio (párrafo 11).  Se deben eliminar las medidas punitivas impuestas por aborto (párrafo 31 c). Los servicios de salud deben ser compatibles con los derechos humanos  como autonomía, intimidad, confidencialidad, consentimiento y opción con conocimiento de causa (párrafo 31 e)

Observaciones Finales Comité CEDAW a México, 2012. Armonizar leyes federales y estatales relativas al aborto y ampliar acceso a aborto legal en términos de reforma constitucional del 2011 y Recomendación General  #24  (párrafo 33 a). Asegurar acceso a servicios de atención a la salud y aplicación de NOM 046 (párrafo 33 c).

Observación General #22 Comité DESC, 2016. El derecho a la salud sexual y reproductiva es una parte integrante del derecho a la salud (párrafo 1), es indivisible e interdependiente (párrafo 10).
No incorporar avances e innovaciones tecnológicas, como los medicamentos en relación con el aborto, pone en peligro la calidad de la atención médica (párrafo 21).
Estados deben liberalizar las leyes restrictivas del aborto. Capacitar a proveedores de servicios de salud y respetar el derecho de las mujeres a adoptar decisiones autónomas sobre su salud sexual y reproductiva (párrafo 28).
	



Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo de El Cairo, 1994.  La salud reproductiva es un estado general de bienestar físico, mental y social, y no de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo, sus funciones y procesos, incluye también a la salud sexual (7.2). En los casos en que el aborto no es contrario a la ley debe realizarse en condiciones adecuadas, todas las mujeres deben tener acceso a servicios de calidad (8.25).


Observación General # 14 Comité DESC, 2000. Elementos esenciales del derecho a la salud: Disponibilidad, Accesibilidad, Aceptabilidad y Calidad (párrafo 12)


Ley General de Víctimas, 2013 Servicios de interrupción voluntaria del embarazo son un servicio de emergencia médica (artículo 30 F. IX). Víctimas de violación sexual  tienen derecho a interrupción voluntaria del embarazo (artículo 35).


Observaciones Finales Comité CEDAW a México, 2018. Armonizar leyes y protocolos federales y estatales sobre aborto (párrafo 42). Armonizar leyes federales y estatales con la Ley General de Víctimas y la NOM 046, capacitar al personal médico (párrafo 42 b).5).


4. Reflexiones finales
Una ley de carácter penal no tiene como objetivo otorgar derechos, sino describir conductas ilícitas y establecer sanciones. Regular el aborto legal desde la legislación en materia de salud podría ser una forma de integrar los lineamientos operativos del procedimiento como un servicio de salud sexual sin fines reproductivos de las mujeres. El contenido de esta regulación ha sido ampliamente abordado en recomendaciones de organismos y tratados internacionales. Utilizar las herramientas y principios relacionadas con el derecho a la salud, podría facilitar que los prestadores de servicios de salud se apropien de este vocablo desde una perspectiva de derechos humanos y no de punibilidad.
Lo anterior puede ser una contribución para erradicar los estigmas en torno al aborto y re-significarlo como un servicio de salud sexual y salud reproductiva para mujeres y niñas.
Es fundamental señalar el puente que existe entre la norma jurídica y su efectiva aplicación. Los casos que llegaron al conocimiento de la SCJN demuestran que los servicios de aborto legal, está lejos de ser materializados solo por su reconocimiento en la ley. Existen impedimentos como la negativa de prestadores de servicios de salud, la exigencia de requisitos que la ley no contempla o la incapacidad de ofrecer servicios de aborto legal por condiciones materiales de los hospitales como una huelga. 
Las posibilidades de acción del poder judicial también se encuentran influenciadas por la imposición de convicciones personales que atentan contra la autonomía sexual y reproductiva, tal como acontece con los congresos locales. Se trata de agentes estatales que imponen sus creencias y refuerzan una reglamentación del sistema sexo/género que es contraria a los derechos humanos consensuados en instrumentos y resoluciones de carácter internacional. 
La reforma constitucional en materia de derechos humanos del 2011 es una contribución desde el derecho que dota a los tribunales de herramientas para proteger derechos humanos y que pueden ir más allá de la interpretación estricta de la ley, al proporcionar lecturas que maximizan los derechos de las mujeres, como sucedió con Marisa. Pero continua siendo un reto impedir que las personas hagan un recorrido judicial que puede durar años, para proteger mínimos vitales. Estos casos representan la vida de mujeres de carne y hueso que pudieron ser acompañadas por una organización de la sociedad civil, sin embargo, constituyen situaciones excepcionales frente a las miles de mujeres que enfrentan en soledad embarazos no deseados. ¿Qué puede hacer el derecho para ellas, para todas? ¿Hasta qué grado los límites de la norma jurídica impiden llenar de contenido el derecho al aborto legal?
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